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PRÓLOGO


Felipe González Ortiz1


Hacer un prólogo sobre un libro es un acto de suma responsabilidad; hacerlo sobre un tema cualquiera que implica a Colombia aumenta esa responsabilidad en la medida que este país se ha erigido en emblema de la violencia y los intentos por lograr la paz; pero hacerlo sobre un tema que ha incidido de manera significativa en su devenir es un reto que impone a cualquiera. De ahí que este prólogo debe leerse más bien como una excusa desde la que emergen vetas reflexivas y preguntas que contribuyen a la generación de líneas de investigación y futuros conocimientos.


El tema que desarrolla el libro se refiere al desplazamiento forzado, más específicamente a las víctimas del desplazamiento y a las políticas públicas implementadas para ellas. Se trata de un tema delicado en la medida que incorpora a personas, a seres humanos. Todo indica que la posición de la víctima frente a la violencia, y luego frente a las instituciones gubernamentales que diseñan e implementan las políticas públicas, termina por mantenerla gravitando eternamente en torno a la ayuda del Estado y a la imperiosa necesidad de superación del dolor. Estas dos paredes, por decirlo de esta manera, integran y proyectan, además, un estado de resignación al hecho de que la justicia eternamente estará ausente. Podemos preguntar si esta condición de desplazado determinará permanentemente su singular sentido de ciudadanía o de individualidad. 


Este gravitar permanente entre el dolor y el ser cliente de la política pública con ausencia de justicia lleva a un sentido general de conformismo resignado, una especie de contemplación de lo inevitable y creación de prótesis sociales que fingen ayudar, y víctimas que fingen recibir ayuda. Y esto se debe a que la memoria de las víctimas se deforma, se convierte en recurso de lo anómalo donde lo afectivo cae en manos de la crueldad. En este sentido, quizá la memoria deformada sea la cultura fugada, significados huidos de sus significantes o meros recursos que, por doler, sea mejor desterrarlos. Siendo así, uno puede preguntarse qué política pública es congruente con semejante tamaño de desarraigo con disfraz de destierro. Y es que en la víctima del desplazamiento (y las muchas otras violencias crueles con las que convivimos), lo trágico se convierte en horror, es decir, deja de ser conmensurable a la tolerancia, y todo lo que escapa a ella parece que lo esquivamos, lo hacemos a un lado, lo miramos con ojos no comprometidos, con acercamientos que nunca terminan realmente por estrecharnos y, por decirlo de alguna manera, lo congelamos como objeto.


Metafóricamente, las víctimas entran en un túnel siniestro e infinito de dos paredes que las agobian. Se trata de una alternancia entre la anomia del horror (verse en la necesidad de administrar el dolor, saberse víctima de un trato vil, cruel e injusto, sentirse clasificado en una casilla que no incorpora humanidad alguna, ser posicionado fuera de la jerárquica estructura social, quedar fuera o estar excluido), y la norma institucional (que implementa políticas públicas, que exige la superación del trauma, que impone la resiliencia a las víctimas, que “apura” la reintegración social, que motiva la reconstrucción de la memoria colectiva sin pasado (¡vaya oxímoron!) y proporciona un horizonte de austeridad y escasez). 


Estar atrapado entre la anomalía del horror y la norma institucional genera ansiedad, una especie de esquizofrenia funcional cuya cualidad más sentida es precisamente la administración de la frustración, pues ser víctima reduce a las personas a estigmas de lo indeseado y lo insoportable. Y tal vez sea eso precisamente lo no curado en la sociedad. Ese algo se encuentra en la ansiedad de una sociedad a la que se le exige “superar” su condición de víctima para integrarse lo más rápido posible a su nuevo contexto de vida, es decir, doblemente víctima en la medida de la ansiedad que le genera ser víctima (no formar parte de las clases sociales, haber perdido su identidad cultural, no haber experimentado justicia, etcétera) y, por otro lado, víctima del desarrollo y los “deseos” de integración a la sociedad llamados Modelos de Soluciones Duraderas. Y uno puede preguntarse ¿por qué tanta prisa por esta integración? Quizá la existencia de este tipo de personas, de este tipo de desclasados amenace la existencia de la sociedad de mercado, lo planteo como hipótesis. 


Es como si se tratara de atender algo inevitable que, por serlo, se debe poner la mirada al horizonte de futuro y “superar” el pasado, es decir, fingir que uno sigue siendo el mismo, pero trasplantado. Es como si la política urgiera a una superación plena del dolor a favor de la reintegración. Queda un aura de inevitabilidad del fenómeno llamado desplazamiento forzado y se planta una convicción en la imposibilidad de restauración. Uno llega a la conclusión, después de leer el libro, de que tal vez no se pueda hacer más en sociedades que han sido “revueltas” por la violencia.


De la misma forma, un sentimiento general que se desprende de este libro es esa sensación que proporciona una frágil certeza de que todos somos víctimas en esta sociedad de violencia, pues en ella las fronteras entre lo público y lo privado se encuentran borradas. Al menos en México, la intervención de las instituciones no hace sino acrecentar la violencia, vulnerando a la totalidad de sociedades. De ahí que, como indican los autores, sea necesidad imperiosa trasladar la política pública del Estado a la sociedad.


Quizá el punto más “nervioso” que se desata de esta lectura es aquel donde la resignación en que se encuentran la política pública y las víctimas (la sociedad) termina por “lanzarnos” el mensaje de su inevitable repetición, lo que nos convierte a todos en víctimas potenciales, pues en su repetición queda la probabilidad de que a cualquiera puede sucederle.


Asistimos a un universo en el que la violencia se ha insertado en la cotidianidad de modo tal que ha emergido una sociedad tolerante a ella, con espacios mentales por la violencia. Así, el miedo, la angustia, la tristeza, la desesperanza y la ansiedad crean estilos de vida. Lo que está en juego es precisamente el contrato social, es decir, aquella posibilidad de comprometernos con el otro por el simple hecho de que se trata de un ser humano o, si se quiere mayor complejidad, por tener la conciencia de que si se afecta a un tercero se afecta también a la primera persona del singular.


El libro aborda también los escritos en torno a víctimas clasificadas en función de sexo, edad, pertenencia y discapacidad. Esta ruta crítica es interesante en la medida que estamos tratando de política pública implementada en individuos de carne y hueso, y en colectividades de cultura y vida, por decirlo de alguna manera. Se puede preguntar lo siguiente: si abordamos de manera diferencial la política pública para hacerles justicia a las víctimas diferenciadas, es probable que asistamos a una suerte de justicias y no de justicia en general. Sin duda las justicias se encuentran más arraigadas a las formas singulares (culturales) de hacer sociedad, por lo que las justicias pueden ser también diferenciadas. No hago el planteamiento como una imposibilidad, antes, al contrario, sería interesante pensar en construirnos en función de las justicias diferenciadas y particulares; tal vez sea un camino positivo para la reconciliación social tan anhelada y poco lograda. En concordancia con esto, el enfoque diferencial es una guía de acción y no una categoría de análisis, lo que permite, leído entre líneas, menor escepticismo hacia el enfoque de derechos. 


Hay también en el texto un sentimiento que llega al monólogo intelectual que obliga a reflexionar sobre temáticas en los procesos formativos que generan una saturación del tema (cuando empiezan a decir todos lo mismo), pero que no trasciende lo académico y, por lo tanto, no se instala en procesos que favorezcan a las sociedades.


La hipótesis que relaciona desplazamiento forzado y despojo de la memoria se encuentra en este libro, pero la pesquisa de escritos sobre el tema da como resultado la inexistente alusión a la relación entre desplazamiento y memoria, la cual sería una ruta excelente para hablar de la cultura en la medida que se construiría la genealogía de los signos o de los componentes significativos de las personas, en este caso, de las víctimas. Surge así la pregunta sobre en qué recae el verbo desarraigar: ¿en una casa?, ¿en una parcela?, ¿en un vecindario?, ¿en una comunidad?, ¿en una cultura? Concepto clave, pero ausente en la literatura encontrada, es precisamente el de cultura.


Las pesquisas dan por resultado que se escribe en torno al objeto desplazamiento como objeto distante. Uno puede preguntar si esta frialdad con la que se trata un tema caliente (en el sentido de ardoroso para quienes lo sufren) es una actitud necesaria para dar cuenta, contabilizar, las formas de atender el tema empíricamente, como lo he venido sugiriendo.


El libro en general ilustra las formas singulares de abordar un tema delicado (por su densidad dramática, por la ausencia de contrato social que expresa, por la falta de humanidad que desborda, por el horror en el que se monta). Queda la sensación de que lo que se ha hecho es insuficiente, pero al mismo tiempo es el único camino posible. 


El lector debe asumir que no hay finales felices en los abordajes de la problemática llamada desplazamiento forzado. La enseñanza es que la política se construye como una prótesis social ante una sociedad desarticulada por la violencia. Asistimos a una sociedad con prótesis, porque su cultura ha sido dañada (el desplazamiento es un instrumento eficaz en la desestructuración de la sociedad). El punto nodal que se expresa en este trabajo es que los individuos han sido desalojados no de sus localidades o casas sino de su voluntad general, de aquellos elementos significativos que la cultura da a la vida para hacer de individuos personas, escenario precioso para el Estado, pues es la ocasión perfecta para modelar una sociedad agradecida con él, en la medida que es él quien otorga los derechos humanos. 


Este libro encuentra su mayor riqueza en la medida que genera un sentimiento de impotencia y preguntas, ¿qué más decir para motivar su consciente lectura?





CAPÍTULO I

MARCO GENERAL PARA LA FORMULACIÓN Y ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS CON ENFOQUE DE DERECHOS

Milton Andrés Rojas Betancur1

INTRODUCCIÓN

El enfoque de derechos como elemento en las políticas está siendo mencionado cada vez con mayor frecuencia, tanto por entidades gubernamentales, como por entidades multilaterales, al igual que por tribunales nacionales como la Corte Constitucional colombiana en varias de sus sentencias de tutela. Sin embargo, la forma como el enfoque de derechos es útil para las políticas públicas o la forma como este puede incorporarse en ellas no es aún clara, pues en algunas ocasiones se han presentado como un instrumento para el diseño de las políticas públicas, y en otras, como un propósito de las mismas. 

Por otra parte, tampoco se ha especificado cuáles son los elementos o las particularidades que una política pública debe poseer para afirmar que cuenta con un enfoque de derechos. Tampoco se ha reflexionado, de acuerdo con la bibliografía consultada, cómo el enfoque de derechos representa un nuevo paradigma respecto de los enfoques tradicionales de hechura y análisis de las políticas públicas. 

Es sobre estos aspectos que este escrito pretende dar aportes para la discusión, con la convicción de que las contribuciones del enfoque de derechos para las políticas públicas es significativo y valioso, pues estas últimas se convierten en el instrumento idóneo para analizar y examinar la satisfacción progresiva de los derechos humanos. 

Para el logro del propósito enunciado, se realizó una investigación de tipo documental, con un enfoque cualitativo, y se utilizó una metodología de análisis de contenido, con la cual se pretendió extraer, examinar y comparar núcleos temáticos y principales aspectos del enfoque de derechos, lo que permitió su descripción y análisis, después de haber utilizado unidades de análisis y categorías. Con ello se pretende identificar los nuevos elementos que proporcionaría un enfoque de derechos al enfoque de políticas públicas, particularmente sobre su elaboración y análisis. 

En el trascurso de la investigación se llevó a cabo, en forma simultánea, una selección sistemática y analítica de la información recolectada, tanto de los instrumentos de derecho internacional sobre derechos humanos más relevantes, como de documentos que han elaborado los órganos de derecho internacional sobre el contenido y alcance de los derechos humanos, e igualmente, sobre información acerca del enfoque de derechos y políticas públicas y, finalmente, sobre el enfoque tradicional de políticas públicas.

1.1. MARCO CONCEPTUAL PARA LA ELABORACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS CON ENFOQUE DE DERECHOS

La hechura de las políticas públicas ha estado influenciada por diversas ciencias y disciplinas, al igual que por diferentes enfoques, que han dado todo un marco de posibilidades para la ejecución, evaluación e incluso el análisis de la política pública. 

Es evidente que la influencia, principalmente, de la teoría de la elección racional, el neo-institucionalismo y el conductismo en la orientación de la política pública ha sido importante, tanto desde su surgimiento, como en su desarrollo posterior. 

Sin embargo, y sin desconocer la importancia y los aportes que han tenido estas líneas de pensamiento en el enfoque de política pública, actualmente se pretende integrar nuevos conceptos en el diseño de tales políticas.

En la actualidad, entre estas nuevas propuestas, se presenta el enfoque de derechos –ED– como la perspectiva a partir de los fines y las premisas de la política pública. Lo anterior en el sentido, y como se expondrá adelante, de incorporar elementos que no están visibles en los enfoques dominante o tradicionales, en particular, la nueva idea de sujeto que incorpora el ED, un sujeto de derechos, y no un sujeto solo maximizador de sus beneficios, como lo propone la teoría de la elección racional, es decir, un sujeto activo en el diseño y ejecución de las políticas públicas, capaz de exigir su cumplimiento. 

Este enfoque de derechos, o perspectiva de derechos, como lo llaman algunos, está siendo actualmente presentado en diversos planes de gobierno, y es impulsado por organismos multilaterales, como la ONU, y por organismos judiciales, entre ellos la Corte Constitucional de Colombia, como un medio eficiente y eficaz, para la integración de los derechos humanos –DD. HH.– y políticas públicas, en procura del desarrollo humano que no había sido tenido en cuenta al momento de la hechura de la política pública.

Así, la utilización del denominado enfoque de derechos para las políticas públicas ha estado tomando auge en los últimos tiempos, no solo entre los organismos estatales, sino también en aquellos otros agentes no institucionales (sin profundizar en la discusión de si las políticas públicas pueden ser diseñadas e implementadas por particulares, pues no es el objeto de este escrito), que diseñan, implementan y evalúan la política pública. 

Esto podría explicarse por dos situaciones que se presentan actualmente y que están estrechamente relacionadas. La primera de ellas es la importancia que está teniendo el denominado Enfoque de Desarrollo Humano, directriz implementada por la Organización de las Naciones Unidas, por medio de su Programa para el Desarrollo, para medir no solo el desarrollo económico de un país, sino cómo este, a fin de cuentas, impacta en el bienestar general de la sociedad. Esto último está relacionado, a su vez, y como segunda situación, con la posibilidad de obtener, por parte de los gobiernos, recursos derivados de la cooperación internacional y de agentes multilaterales para la implementación de las mismas políticas. 

Así las cosas, lo que se pretende mostrar en este aparte son los aspectos relevantes que deben ser considerados al momento de la elaboración de políticas públicas con ED, y las principales metas o propósitos que se buscan lograr con su utilización, entendiendo que la relación entre derechos humanos y políticas públicas se puede dar en dos sentidos. 

El primero de estos sentidos es la adopción de los derechos humanos como un marco conceptual y/o como una metodología para la hechura de la política pública. El segundo sentido es entender los derechos humanos como un fin a conseguir con la política pública. Ambos sentidos no son excluyentes, sino que se complementan. 

En lo siguiente se presentarán con mayor extensión estas dos formas en las cuales se muestran las relaciones antes dichas, con el propósito de sistematizar el debate acerca del ED, pues la bibliografía encontrada sobre el tema es limitada y repetitiva, con excepción de algunos trabajos que se destacarán más adelante. 

La anterior afirmación acerca del contenido de la bibliografía existente que desarrolla el tema del ED se funda en varias razones, de las cuales se destacan las siguientes:


	– La primera de ellas, es que el enfoque de derechos, en casi la totalidad de textos, se presenta en forma prescriptiva, sin más argumentos que el carácter vinculante de los derechos humanos para los Estados. Igualmente, y ligado a lo anterior, es que solo se agregan a la política pública, como “nuevos” elementos que puede aportar el enfoque de derechos, los principios de los derechos humanos (universalidad, integralidad, interdependencia). Con lo anterior no se está diciendo que tal argumento no sea válido, sino que lo propositivo acerca del ED en la política ha sido limitado.

	– Otro asunto es que, debido a la falta de literatura rigurosa sobre el tema, no se encuentra un único concepto acerca de las políticas públicas con enfoque de derechos.

	– Sumado a lo anterior, es que, como se ve actualmente, el enfoque de derechos está siendo utilizado o citado cada vez con mayor frecuencia, tanto por autoridades, como por ONG, organizaciones multilaterales y órganos judiciales; pero al momento de hablar de qué se trata este enfoque, los citantes se quedan conceptualmente cortos, solo diciendo que el enfoque consiste en integrar los derechos humanos en las políticas públicas, sin establecer los caminos, las vías o la metodología para ello, con lo cual, la ayuda al momento de conceptualizar el ED no es mucha.



1.2. DEFINICIONES DEL ENFOQUE DE DERECHOS

Antes de iniciar con las definiciones que se han dado sobre el enfoque de derechos, es necesario precisar, para efectos de este escrito, qué se entiende por enfoque, pues de ello dependerá que se dé cabal entendimiento del propósito del trabajo y su alcance para la política pública, y no se realicen exigencias al mismo que están por fuera de su alcance. 

Según la Real Academia Española (RAE), la palabra enfoque, en su cuarta acepción significa: “Dirigir la atención o el interés hacia un asunto o problema desde unos supuestos previos, para tratar de resolverlo acertadamente”. En este mismo sentido, algunos autores (Losada L. & Casa Casas, 2008), hablando de la diferencia de un enfoque, de una teoría o de un modelo, han dicho sobre el primero que hace referencia a la utilización de “unos conceptos que se privilegian; un conjunto de presuposiciones generalmente implícitas, a partir de las cuales se inicia la argumentación, y unas reglas de inferencia para llegar a conclusiones aceptables dentro del enfoque” (Losada L. & Casa Casas, 2008, pág. 13); en este sentido, afirman los mismos autores que un enfoque implica “una perspectiva de análisis que parte de unas presuposiciones sobre la realidad de indagar y sobre la forma de investigarla, prefiere formularse unas determinadas preguntas, y no otras, y opta por usar un vocabulario específico” (Losada L. & Casa Casas, 2008, pág. 50).

Igualmente, siguen afirmando los autores ya citados, que “los enfoques no se definen en función de proposición alguna sustantiva sobre el llamado mundo exterior o mundo real. Son solo una posición de entrada para investigar ese mundo y llegar a teorías o modelos” (Losada L. & Casa Casas, 2008, pág. 15). Muestra entonces lo anterior que por medio de un enfoque no se están realizando descripciones sobre una realidad concreta per se, sino que implica una determinada forma en la cual esta realidad se pretende describir y apreciar; en suma, representa una postura particular, privilegiando unas premisas, intereses, preguntas y preferencias sobre otras, para analizar, modelar o teorizar una realidad. No es una descripción acabada y unívoca de la realidad. 

En la siguiente gráfica se representará lo anterior para una mayor claridad y entendimiento. 

Gráfico 1 ¿Qué es un enfoque?

[image: chpt_fig_002]

Fuente: (Losada L. & Casa Casas, 2008, pág. 15)

Así, entonces, el enfoque se diferencia de la teoría, pues a esta última, lo que la configura como tal es que tiene un conjunto de proposiciones genéricas, con pretensiones de ser universales, dirigidas a explicar, describir e interpretar un determinado fenómeno, es decir, “se entiende [como] un conjunto de proposiciones generales, casi siempre interrelacionadas, sobre una serie de fenómenos” (Losada L. & Casa Casas, 2008, pág. 14). Y, por su parte, el modelo científico es la configuración ideal que representa de manera simplificada una teoría; en otras palabras, es “la representación simplificada de una teoría” (Losada L. & Casa Casas, 2008, pág. 15). 

Tomando entonces como referente lo dicho por estos autores, un enfoque se caracteriza por lo siguiente:


	a) Un enfoque pretende señalar o privilegiar unas problemáticas particulares.

	b) Un enfoque da privilegio a unos conceptos.

	c) Un enfoque utiliza unas presuposiciones implícitas.

	d) Un enfoque utiliza o aplica, para llegar a conclusiones de validez, unas determinadas reglas de inferencia.



A partir de lo anterior, se examinará cómo el ED desarrolla estas características: 


	Los problemas particulares hacia los cuales apunta el ED están derivados de la incorporación del derecho internacional de los derechos humanos (DIDH) en las políticas públicas, con el propósito de contribuir a la efectividad y satisfacción de los derechos humanos y fundamentales, y con ello lograr el despliegue máximo de las capacidades humanas, procurando que las políticas públicas sean un medio idóneo para el desarrollo humano.

	Por otra parte, los conceptos que privilegia el ED son los derivados del discurso de los derechos humanos, haciendo especial referencia a los principios de estos, tales como universalidad, respeto, protección, progresividad. Igualmente privilegia los conceptos de la teoría del desarrollo humano, como despliegue de capacidades equivalentes a satisfacción de derechos.

	A la par, los presupuestos implícitos que utiliza el enfoque de derechos son igualmente derivados del discurso de los derechos humanos, al igual que las posturas que defienden el enfoque de desarrollo humano, pues estos son lo que los Estados modernos tienen como propósito asegurar, y por medio de ellos se logra que las personas puedan tener acceso a todos los bienes y servicios que garantizan el desarrollo de sus capacidades, logrando una vida digna para los habitantes. También utiliza otros presupuestos implícitos, tales como que los ciudadanos son titulares de derechos, y que los mismos tienen la capacidad jurídica para hacerlos exigibles, y que no son solamente sujetos de necesidades, hacia los cuales solo debe garantizarles beneficencia.

	Finalmente, el enfoque de derechos utiliza unas determinadas reglas de inferencia, para llegar a sus conclusiones, y estas constituyen la instrumentalización del derecho internacional de los derechos humanos, con lo cual es posible establecer el contenido de los derechos y, a partir de ahí, establecer cuáles son los medios más idóneos para la satisfacción de los mismos; esto sirve como insumo para la formulación de políticas públicas.



1.3. LOS SENTIDOS DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

La forma como los derechos humanos logran integrarse con las políticas públicas puede verse desde dos perspectivas: una de ellas, como instrumento para la formulación de la política, y otra, como propósito de la misma; sin embargo, no ha de olvidarse que cuando hablamos de ED para las políticas públicas, estamos hablando de un marco conceptual para la elaboración de la política pública. 

Esta diferencia se hace, ya que una cosa es entender cómo los derechos humanos, y el derecho internacional de los derechos humanos –DIDH– ayudan a la elaboración de políticas públicas (instrumento), y otra que estas tienen como propósito fundamental contribuir al cumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de DD. HH., y lograr satisfacer los derechos fundamentales de los titulares de estos derechos.

Lo anterior implica considerar los derechos humanos, y al DIDH, como una guía que proporciona los insumos para establecer las acciones que conformarán la política pública, y ayudarán a determinar o establecer las metas a las cuales debería apuntar y, por ende, posibilitan la construcción de indicadores que ayudarán a determinar el nivel de satisfacción de los derechos, nivel logrado con la implementación de las políticas públicas2. 

A continuación, se presentan estas dos perspectivas de integración entre los derechos humanos y las políticas públicas. Primeramente se tratará el tema de los derechos humanos como instrumento para la elaboración de las políticas públicas, y seguidamente se finalizará este aparte con los derechos humanos como propósito de las políticas públicas, sobre los cuales se harán unas pocas consideraciones, bajo el supuesto de que este es el propósito prístino de la actuación estatal3.

Pero, antes, es importante recordar lo dicho por la Corte Constitucional de Colombia en la Sentencia T-760 de 2008, con el propósito de que lo que exprese a continuación sea aprehendido, tomando como referencia esta jurisprudencia de la Corte. En esta sentencia el Tribunal Constitucional ha establecido tres condiciones básicas de observarse en toda política pública orientada a garantizar un derecho constitucional y debido a la figura jurídica del bloque de constitucionalidad, entre estos quedan los del DIDH. 

La primera condición que pone la Corte en la sentencia mencionada es que la política pública exista efectivamente. Afirma el Tribunal que 


[n]o se puede tratar de unas ideas o conjeturas respecto a qué hacer, sino un programa de acción estructurado que le permita a la autoridad responsable adoptar las medidas adecuadas y necesarias a que haya lugar. Por eso, como se dijo, se viola una obligación constitucional de carácter prestacional y programática, derivada de un derecho fundamental, cuando ni siquiera se cuenta con un plan para progresivamente cumplirla (Corte Constitucional de Colombia, 2008, Párrafo: 3.3.11)



En este mismo sentido, la Corte establece que 


Primero, como se dijo, debe existir una política pública, generalmente plasmada en un plan. Es lo mínimo que debe hacer quien tiene la obligación de garantizar la prestación invocada. Se desconoce entonces la dimensión positiva de un derecho fundamental en sus implicaciones programáticas, cuando ni siquiera se cuenta con un plan que conduzca, gradual pero seria y sostenidamente a garantizarlo y protegerlo (Corte Constitucional de Colombia, 2002).



Como segunda condición la Corte dicta que “la finalidad de la política pública debe tener como prioridad garantizar el goce efectivo del derecho. En tal sentido, por ejemplo, no puede tratarse de una política pública tan solo simbólica, que no esté acompañada de acciones reales y concretas” (Corte Constitucional, 2008. Párrafo 3.3.12); con esto el tribunal constitucional establece la necesidad de que la política pública se ejecute e implemente de forma efectiva en un plazo razonado. 

Por otra parte, y como tercera condición establecida por la Corte, es que 


[…] los procesos de decisión, elaboración, implementación y evaluación de la política pública, permitan la participación democrática. En tal sentido, la jurisprudencia ha considerado inaceptable constitucionalmente que exista un plan (1) ‘que no abra espacios de participación para las diferentes etapas del plan’, o (2) ‘que sí brinde espacios, pero estos sean inocuos y solo prevean una participación intrascendente (Corte Constitucional, 2008. Párrafo 3.3.13).



Finalmente concluye la Corte que, “la faceta prestacional y progresiva de un derecho constitucional permite a su titular exigir judicialmente, por lo menos, (1) la existencia de una política pública, (2) orientada a garantizar el goce efectivo del derecho y (3) que contemple mecanismos de participación de los interesados” (Corte Constitucional, 2008. Párrafo 3.3.14). 

Son estos, entonces, los parámetros iniciales que, en lo que respecta a Colombia, habrán de entenderse prioritarios para una política pública acorde con la jurisprudencia constitucional, y que podría abrir el debate a la existencia de una suerte de derechos fundamentales a la existencia de políticas públicas, con el cumplimento de estos lineamientos presentados. 

1.3.1. Los derechos humanos como instrumentos para la elaboración de políticas públicas

En este aparte se desarrollará el sentido o la forma como los DD. HH. sirven de instrumento para las políticas públicas –PP–. Especialmente se hace referencia a cómo el derecho internacional de los derechos humanos –DIDH–, puede guiar la elaboración de políticas públicas, y de esta forma darles un verdadero ED. 

Este sentido de la relación entre DD. HH. como instrumento para las PP se da por varias razones. La primera de ellas, es que las normas que se contienen en la Constitución Política de Colombia han de ser, como establece el artículo 93, interpretadas acorde con “los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. Así el DIDH es determinante para fijar y establecer el contenido de los derechos. 

En esta tarea de interpretación y dación de contenido a los derechos, es de gran importancia la labor realizada por los órganos tanto judiciales (como los tribunales, ya sean internacionales o naciones) como técnicos de las organizaciones multilaterales, como la ONU o la OEA, como se expondrá. Otra de las razones por las cuales se presenta la relación antes expresada es que, como afirma Carlos Villán Duran (2002), el DIDH es un sistema conformado por principios y normas, dirigido a regular un sector de las relaciones de cooperación institucionalizada entre Estados de desigual desarrollo, aspecto este que es fundamental, el de la cooperación para el enfoque de derechos, de acuerdo con lo expresado por Abramovich (2016), y resaltado anteriormente. 

Así las cosas, el Estado colombiano, por medio de los tratados sobre derechos humanos, se ha comprometido con la comunidad internacional para la realización de determinadas actuaciones: promover, garantizar, respetar y satisfacer determinados derechos humanos. 

Estos compromisos internacionales que se despliegan de los diferentes tratados, convenciones y pactos de derecho internacional que ha firmado y ratificado el Estado4 y, en particular, los relacionados con derechos humanos, se convierten así en la base sobre la cual el Estado debe actuar, pues gracias al bloque de constitucionalidad5, ellos se incorporan a la normativa interna, con lo cual el Estado debe realizar acciones que procuren su respeto, garantía y protección, pues ellos, al igual que la Constitución, representan el marco jurídico a partir del cual se va a llevar a cabo la acción pública. 

Asimismo, estos instrumentos internacionales han creado una serie de organismos6 que tienen a su cargo la vigilancia, promoción y fortalecimiento de los derechos allí contenidos, conformando un sistema de protección, promoción y fortalecimiento de los derechos humanos al cual el Estado debe rendir informes sobre las acciones que ha desplegado en procura de respetar, garantizar y promover los derechos humanos contenidos en los instrumentos internacionales correspondientes.

En cumplimiento de sus funciones, estos órganos, entre los cuales se encuentran la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Consejo Económico y Social de la ONU –ECOSOC–, entre otros, han creado estándares que otorgan contenidos más precisos a esta normativa internacional en materia de derechos humanos, es decir, han ido asignando contenido a los derechos, fijando con mayor claridad no solo las obligaciones negativas del Estado sino también sus obligaciones positivas, por medio de una interpretación razonable de los tratados sobre derechos humanos que dan cuenta de las dificultades estructurales de la realidad; en otras palabras, dan sentido a los derechos humanos estableciendo criterios de interpretación y aplicación, a partir de fenómenos reales y no meramente dogmáticos. 

Así, la asignación de contenido y alcance de los derechos humanos, por parte de los órganos de derecho internacional, se efectúa a través de diferentes actos en desarrollo de las competencias que los mismos instrumentos de derecho internacional les han asignado; entre estos actos están: recomendaciones, sentencias condenatorias al Estado por no cumplir sus obligaciones en materia de derechos humanos e informes de situaciones, ya sea por país o por derecho, observaciones generales, como también documentos pedagógicos. 

Algunos de estos actos son de obligatorio cumplimiento para el Estado, como las sentencias condenatorias, en las cuales se le da alcance a los derechos, pues en ellas se establece qué conductas del Estado son violatorias de los derechos humanos; los demás actos establecen el contenido de los derechos humanos, pues se determina cómo ellos pueden ser promovidos, garantizados y satisfechos por el Estado. 

Estas obligaciones tradicionalmente se han diferenciado entre las que implican un “no hacer” y aquellas que implican “un hacer” por parte del Estado, lo que ha llevado a que se relacionen con un determinado tipo de derecho. Así, para la primera, se ha relacionado con los derechos civiles y políticos y, para la segunda, con los derechos económicos, sociales y culturales –DESC–. 

La anterior posición –acerca de la obligación de hacer y no hacer de acuerdo con el tipo de derecho– ha sido reformulada. Ahora se concibe que tanto de los derechos civiles y políticos como de los DESC emana una serie de obligaciones de “hacer” y de “no hacer” sin importar el tipo de derecho, según el supuesto de que la obligación del Estado, por el derecho internacional de los derechos humanos, es respetar, promover, garantizar y promocionar los derechos contenidos en los instrumentos internacionales7.

En este punto es importante hacer referencia al principio de progresividad (Upegui Mejía, 2009) de los derechos que acapara lo antes dicho; este principio es una institución propia del DIDH que supone, por lo menos, tres situaciones: la primera es que el Estado se encuentra obligado, tanto por la normativa internacional como por la interna, a diseñar políticas públicas, con el fin de desarrollar las cuatro obligaciones generales de los derechos humanos: reconocer, respetar, garantizar y satisfacer, concretamente su obligación de actuar, es decir, de hacer. Acá es importante resaltar lo dicho por la Corte Constitucional en la sentencia de revisión de Tutela 760 de 2008, cuando afirma que la condición de prestacional es propia de una categoría de derechos, los DESC, y que esta condición corresponde a una faceta del derecho sin importar en qué categoría se haya incluido. Sobre lo anterior, la Corte dice, “Es un error categorial hablar de ‘derechos prestacionales’, pues, como se dijo, todo derecho tiene facetas prestacionales y facetas no prestacionales” (Corte Constitucional de Colombia, 2008, Párrafo: 3.3.3); decir, como ya se presentó, implica obligaciones de hacer (faceta prestacional) y obligaciones de no hacer (faceta no prestacional).

La segunda situación que se presenta es que dichas políticas públicas deben partir de unos contenidos mínimos acordados y reconocidos por la comunidad internacional por medio del DIDH, en especial de los DESC, a partir de los cuales el Estado tiene la obligación de aumentar cualitativa y cuantitativamente las acciones encaminadas al cumplimiento de las obligaciones internacionales derivadas de los derechos humanos, es decir, la obligación de avanzar a partir de mínimos: una obligación de hacer. 

Como tercera situación está que el Estado no puede implementar medidas que tengan como efecto la merma en el cumplimiento alcanzado en relación con las obligaciones internacionales antes indicadas, salvo que existan razones válidas y suficientes que así lo determinen; es decir, la obligación de no retroceder sin justa causa. 

De esta forma, los hacedores de las políticas públicas deberán estar al tanto de lo expresado por estos órganos, tanto los judiciales como los que no lo son, pues es a ellos a quienes la comunidad internacional les ha dado la facultad para otorgar contenido a los derechos humanos, como también lo referente al tema del desarrollo humano8.

Este punto es de gran importancia, pues en algunas ocasiones a los hacedores de la política pública, por la misma estructura de las normas que establecen los derechos, se les ha dado una discrecionalidad técnica para la elaboración de la misma y, aunque esto proporciona un abanico de posibilidades, debe entenderse que esta discrecionalidad no debe ser sinónimo de arbitrariedad, sino, por el contrario, las diferentes vías con las que cuentan los hacedores de política pública deben estar acordes con lo establecido por estos órganos internacionales dando legitimidad a la actuación estatal, pues, de lo contrario, no se estaría actuando según los lineamiento de los derechos internacionales.

En igual sentido, acudir a las interpretaciones que han dado los órganos internacionales sobre el contenido y la forma como ha de interpretarse el sentido de un derecho da herramientas a los hacedores de la política, y a los analistas de las mismas, para construir indicadores que determinen la satisfacción de un derecho y que, por tanto, sirvan para la evaluación y análisis de la política pública; contribuyendo a la exigibilidad de los derechos y a la progresividad en la satisfacción de los mismos, posibilitando un diálogo entre el hacedor de la política, el analista y el titular del derecho.

OEBPS/Images/frn_fig_002.jpg
DESPLAZAMIENTO FORZADO:
estado de la cuestién y perspectivas

Coordinadora académica

Paula Andrea Valencia Londofio

UNIVERSIDAD DE MEDELLIN





OEBPS/Images/frn_fig_001.jpg
Desplazamiento
forzado

estado de la cuestion y perspectivas

Paula Andrea Valencia Londofio
Coordinadora académica

UNIVERSIDAD DE MEDELLIN





OEBPS/Fonts/Egyptian505BT-Medium.otf


OEBPS/Fonts/Egyptian505BT-Roman.otf


OEBPS/Images/chpt_fig_002.jpg
¢Que es un enfoque?

Poderoso reflector que hace ver ciertos aspectos de la realidad, pero deja otras en
la penumbra o aiin en la total oscuridad.

Yy

¥

¥

Yy

Sefiala

problematicas

particulares y
1o otras.

Privilegia unos
conceptos

presuposiciones

Parte de unas

generalmente
implicitas

Maneja ciertas
reglas de inferencias
para llegar a
conclusiones validas.

¥

Dentro de los enfoques se encuentran las teorfas y los modelos. Por teorfa se entiende
un conjunto de proposiciones generales, casi siempre interrelacionadas sobre una

serie de fenomenos y, por modelo, la representacion simpli

ada de una teoria.






